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LA LEY 4368/2014 

Mediante la modificación legislativa, operada por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de 
agilización procesal, se llevó a cabo una reforma que, con la intención declarada de 
homogeneizar los medios y procedimientos probatorios en los diferentes órdenes 

jurisdiccionales, estableció la aplicación general en el proceso contencioso-administrativo de los 
principios generales de la prueba del procedimiento civil contemplados en la LEC. La práctica ha 
puesto de manifiesto ciertas disfunciones que en algunos medios, como el Dictamen de Peritos, 

son especialmente reseñables.  

I.  INTRODUCCIÓN 

Uno de los mayores cambios que vinieron con la publicación de la nueva LEC de 2000, tanto en 
referencia al proceso civil como sobre el proceso contencioso, tuvo lugar sobre la prueba en 
general y, en especial, sobre la denominada en el contexto de la anterior LEC, prueba pericial 

extrajudicial. 

Si en el planteamiento y desarrollo del proceso civil la prueba pericial integra uno de los 
problemas más sensibles de la estructura argumentativa de las partes, en el 
contencioso-administrativo la incorporación pura y dura de este medio de prueba plantea unos 

inconvenientes laberínticos que la doctrina jurisprudencial no ha terminado de mitigar, al no 
haber agotado la materia, dada su amplitud. 

El Dictamen de Peritos es uno de los medios probatorios más extendidos y más empleados en el 
conjunto de los procesos judiciales del ordenamiento jurídico español, como la propia LEC lo 
denomina en su Capítulo VI del Título II del Libro II. 

Según recuerda ASENCIO MELLADO (1) , los conocimientos que han de aportarse mediante la 
prueba pericial han de ser aquellos que tengan un contenido y entidad relevante para el asunto 

medido en términos de especialidad y situarse al margen de lo estrictamente jurídico. 

II.  REQUISITOS 

La STS, Sala Tercera, Secc. 6.ª, de 28 de enero de 2014, recuerda que el art. 340 LEC viene a 
establecer los requisitos que deben concurrir en los llamados a desempeñar el cargo de perito, 

requisitos que se plasman en la exigencia de ostentar una determinada condición, una 
especialidad o integrarse en ciertos organismos. La finalidad de la prueba pericial, continua, es 
aportar al proceso «los conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos relevantes en el 

asunto o adquirir certeza sobre ellos», como cabe concluir del art. 335 LEC. De ahí que el 
mismo Legislador exija en el art. 340, al establecer los requisitos de los peritos, que estén en 



 

08/07/2014 

  

Diario LA LEY 
  2 

posesión del «título oficial que corresponda a la materia objeto del dictamen y la naturaleza de 
éste». Para la designación de los peritos judiciales establece el art. 341 un procedimiento 

específico partiendo de «una lista de colegiados o asociados dispuestos a actuar como peritos», 
que deberán preparar los respectivos Colegios profesionales o entidades análogas y las 
Academias e instituciones culturales y científicas, a fin de ser remitidas a los órganos judiciales, 

entre cuyas relaciones llevarán a cabo los nombramientos por los Secretarios Judiciales. 

Esa misma sentencia del TS de la Sala Tercera, a este respecto, recuerda que los médicos 
forenses, a pesar de la alegación de parte en el recurso de que no existe norma alguna procesal 
ni orgánica que excluya su intervención en el proceso contencioso, como «funcionarios de 
carrera titulados superiores al servicio de la Administración de Justicia», no tienen 

encomendada la función de elaborar los informes periciales de parte o de nombramiento judicial 
a pesar de que hayan sido propuestos en esa condición. Esta sentencia señala que su actividad 

no se centra en los procedimientos ajenos a los que se contienen en el art. 3 de su Reglamento 
Orgánico, aprobado por RD 296/1996. Las competencias de los médicos forenses comprenden la 
de emitir informes a requerimientos, también, de los Juzgados y Tribunales, pero en modo 

alguno cabe admitir que dentro de sus funciones se encuentre la de ser designados perito en 
procedimientos que, como el contencioso-administrativo, han de regirse por las normas de 
nombramiento que establece la LEC; si bien es verdad que esta misma Ley establece la 

posibilidad de que puedan emitir informe pericial «"Academias e instituciones culturales y 
científicas" (art. 240) y ello ha de entenderse en el caso de que se considere relevante por la 
especialidad del objeto de la pericia...». 

Establece el art. 60.4 Ley 29/1998 de 13 de julio (en adelante LJCA), en su parte referida a la 
regulación de la prueba dentro del proceso contencioso-administrativo, que la prueba se 

desarrollará con arreglo a las normas generales establecidas para el proceso civil, siendo el 
plazo para practicarla de treinta días, si bien, se podrán aportar al proceso las pruebas 
practicadas fuera de este plazo por causas no imputables a la parte que las propuso. Esto nos 

acerca a la cuestión de la prorrogabilidad de los plazos procesales, ex art. 128 LJCA, dentro de 
la presentación de la prueba, cuestión que todavía hoy es objeto de intenso debate. 

Por su parte, la disp. final 1.ª de este mismo cuerpo normativo procesal, la LJCA, establece la 
aplicación supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Civil, en lo no previsto por ella. 

Podría entenderse que la mención contenida en el art. 60 LJCA, al referirse a las normas 
generales establecidas para el proceso civil, se circunscribe a la regulación contenida en el 
Capítulo V del Título I del Libro II de la LEC, capítulo que expresamente se titula «De la Prueba: 

disposiciones generales», pero la remisión global a la LEC, contenida en la disp. final 1.ª de 
ésta, como ya se ha dicho, ha permitido llevar a cabo una aplicación general e indiscutida en 
todo aquello que no se exceptúa expresamente (2) por la Ley 29/1998 de 13 de julio. 

A pesar del tiempo transcurrido, se proyectan algunas sombras sobre los medios de prueba del 
proceso civil, en cuando se intenten aplicar de modo automático en el contexto del proceso 

contencioso, dada la esencial diferencia de la estructura y condición de las partes concurrentes 
en estos procedimientos litigiosos. No debe olvidarse que la propia doctrina científica ha 
reconocido que la nueva LEC, junto a las posteriores reformas de la que ha sido objeto, sigue 

postulando una aplicación preeminente de los principios dispositivo y de aportación de parte, 
como dispone el art. 282 LEC al señalar que la iniciativa probatoria corresponde a las partes (3) 
. Estos principios procesales se ponen en combinación con el mandato incorporado en el art. 
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24.2 de la Constitución Española que según la doctrina constitucional planteada en sentencias 
como la STC 131/1995, junto a otras, garantiza el derecho a desarrollar o impulsar una 

actividad probatoria en todo litigio, siempre que ésta se ajuste al Ordenamiento jurídico. Ello 
excluye la posibilidad de que se lleve a cabo una prueba ilimitada en la que las partes se 
atribuyan el derecho absoluto para exigir cualesquiera pruebas que tuvieran a bien proponer, 

como ya indicó una veterana doctrina constitucional de la que son ejemplo las SSTC 40/1986, 
212/1990 y 87/1990. A nivel constitucional la STC núm. 167/1988, indicó de forma un tanto 
obvia, que la actividad probatoria debe encuadrarse dentro de la legalidad, como derecho de 

configuración legal de que se trata. 

Existe una serie de requisitos sobre la actividad: el primero de ellos se refiere a la exigencia 
legal de imparcialidad que no sólo se proyecta sobre la figura del perito, sea de nombramiento 
judicial, sea de parte, sino sobre el dictamen pericial como medio de prueba en sí mismo 

considerado. El art. 343.3.º LEC señala como uno de los motivos de tacha de los dictámenes 
periciales de parte, el estar o haber estado en situación de dependencia o de comunidad o 
contraposición de intereses con alguna de las partes, con algún abogado o procurador. Para no 

ser menos, el propio art. 335 LEC (4) , contemplando el objeto y finalidad del dictamen pericial, 
señala en su ap. 2.º que es imperativa la exigencia de prestar juramento o promesa de decir 
verdad por parte del perito, manifestando su objetividad e imparcialidad, de modo que ha 

actuado teniendo en consideración lo que pudiera perjudicar o favorecer a cada una de las 
partes. Todo ello bajo la expresa advertencia de incurrir en responsabilidad penal si incumpliese 
las obligaciones de su función. Esta exigencia proyecta ciertas dudas, como se ve, sobre el 

hecho de que el técnico de la Administración preste servicios bajo su dependencia y pueda 
presentar dictamen pericial. Lo que supondría un claro quebrantamiento de la obligación de 
imparcialidad e independencia consagrado por la ley. El art. 335.2.º LEC impone la emisión del 

juramento o promesa de imparcialidad y objetividad por parte del perito de parte «al emitir el 
dictamen». 

La STS, Sala Tercera, de 12 de junio de 2012, entiende que cuando se denuncia el 
quebrantamiento del art. 60.4 de la Ley Jurisdiccional, que remite para la práctica de la prueba 
a las normas del proceso civil, con infracción de los arts. 335 y ss. LEC, el motivo no puede 

prosperar porque es improcedente la cita como infringidos de estos preceptos que se refieren al 
modo en que ha de practicarse la prueba y no a la posible valoración que los informes periciales 
han merecido en la Sala de instancia. Todo ello si en casación se combate el criterio de la 

sentencia de instancia, cuando aprecia que los dictámenes acompañados a la demanda carecen 
de la imparcialidad y objetividad de la pericia procesal. 

Por otro lado, y como no podía ser menos, la actuación de los peritos de parte o del perito de 
nombramiento judicial, quedan sometidos a otros principios inderogables que dan oportunidad a 
la presentación de una tacha (en el primer caso) o que permiten interesar directamente la 

recusación en el supuesto de tratarse del perito de nombramiento judicial. Así, entre otros 
límites, señala la STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-Administrativo, de 28 de octubre de 
2011, que: «... Nuestra jurisprudencia ha declarado que la prueba pericial no es idónea para 

emitir dictamen sobre cuestiones de derecho (SSTS de 30 de septiembre de 2011 y de 17 de 
noviembre de 2000). El artículo 335 LEC, aplicable a lo contencioso-administrativo según el art. 
60.4 de la LJCA, sigue el criterio tradicional en nuestro Derecho de que los dictámenes periciales 

se empleen cuando sean necesarios conocimientos científicos, artísticos, técnicos o prácticos, 
para valorar hechos o circunstancias relevantes en el asunto o para adquirir certeza sobre ellos. 
El perito interviene en el proceso para asesorar al Tribunal sobre el punto litigioso de que se 
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trate según sus conocimientos en la ciencia, técnica o arte que posea en cualquiera de los 
ámbitos en los que sean necesarios conocimientos superiores a la cultura media o a la 

experiencia común. Sin embargo los conocimientos jurídicos están excluidos en nuestro Derecho 
de la prueba pericial porque la potestad jurisdiccional se ejerce por Jueces y Magistrados de 
carrera ( arts. 117.3 y 122.1 CE), que, por definición, están obligados a poseer dichos 

conocimientos (...) Las pericias de los dos Arquitectos que obran en los autos incurren en el 
defecto, correctamente apreciado por el Tribunal de instancia, de emitir su dictamen partiendo 
de premisas sobre supuestas ambigüedades legales (caso del perito designado por la Sala) o de 

valoraciones jurídicas extravagantes sobre la normativa impugnada (dictamen aportado con la 
demanda) que los desvirtúan en la mayor parte de sus apreciaciones...». 

Como recuerda FONT SERRA (5) la actividad probatoria pericial o pericia se muestra, 
específicamente, a través del dictamen a lo largo del proceso judicial civil (y contencioso). Este 

autor aprecia que la vigente ley procesal atribuye mayor relevancia al dictamen pericial como 
medio de prueba que a la figura del perito que lo emite y a sus conocimientos. La LEC (cuando 
se refiere a la prueba pericial) habla repetidas veces de dictamen de peritos, informe pericial, 

etc. 

En el proceso podrá emplearse, al fin ya expresado, el mecanismo legal de la tacha para poner 
de manifiesto ante el órgano juzgador la parcialidad del perito aportado por la contraparte, 
cuando el accionante considere que el dictamen pericial no es ajustado a Derecho (por no ser 
imparcial y objetivo) y le resulta perjudicial. No obstante, sólo podrán emplearse las causas 

contempladas expresamente en la LEC para promover este incidente (6) de tacha; aunque son 
tan amplias y justificadas que prácticamente cubren todos los supuestos posibles, incluso los 
castigados por el Código Penal. 

III.  CUESTIONES SOBRE LA PERICIA CIVIL EN EL PROCESO CONTENCIOSO 

Es evidente que todo lo anterior puede colisionar, en el contexto del proceso contencioso, con 
los deberes funcionariales recogidos en el Estatuto del Empleado público, p. ej. en el art. 54.3.º 
Ley 7/2007, de 12 de abril, de ese mismo cuerpo normativo, donde dentro de los principios de 

conducta se establece: «3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los 
superiores, salvo que constituyan una infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo 
caso las pondrán inmediatamente en conocimiento de los órganos de inspección procedentes». 

También se establece que deberán mantener su desempeño bajo los principios de imparcialidad 
y protección del interés común (7) , pero es evidente que las órdenes e instrucciones directas 
de los superiores albergan un contexto más definido y eficaz que la abstracta infracción del 

ordenamiento jurídico (no declarada por nadie) y pueden comprometer seriamente el mandato 
legal de objetividad e imparcialidad que se impone con carácter general a la actuación de los 
peritos y sus dictámenes aportados a juicio. 

La aportación del dictamen pericial al proceso, por parte de la Administración, puede llevarse a 
cabo de diferentes maneras, toda ellas vinculadas a la peculiar posición de ésta dentro del 

proceso contencioso, así como a la naturaleza del recurso que se plantea. GARCÍA DE ENTERRÍA 
y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (8) distinguen dentro de los actos administrativos a los actos 
procesales, llevando a cabo una separación entre éstos y los actos administrativos en sentido 

propio y común. Ciertamente, la legislación se ha cuidado de dotar de amplio soporte normativo 
a la actuación de representación y postulación de las Administraciones Públicas por parte de sus 
letrados, de forma que éstos actúen con la debida habilitación de potestad; así por ejemplo 
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sucede con la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones 
Públicas. Los actos procesales de la Administración, dentro de juicio, se llevarían a cabo por su 

representante, con todas las especialidades (9) que son de aplicación. La doctrina 
jurisprudencial anterior a la nueva LEC del 2000 no disimulaba una clara desconfianza frente a 
los dictámenes periciales extrajudiciales de parte: tal circunstancia se aprecia en una vigorosa 

corriente jurisprudencial, ya veterana, cuyos exponentes, entre otros muchos, son las SSTS, 
Sala 1.ª, de 20 de febrero de 1998, de 20 de octubre de 1997 y alguna más antigua de 15 de 
enero de 1982. 

También radica en el dictamen pericial de parte, formado al margen del proceso contencioso o 
con anterioridad a él, la cuestión de si puede considerarse un acto administrativo. Ha de 

seguirse [en la línea preconizada por los profesores GARCÍA DE ENTERRÍA y Tomás-Ramón 
FERNÁNDEZ (10) ] la definición de acto administrativo como la «... declaración de voluntad, de 

juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la Administración en el ejercicio de una 
potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria», de manera que, según el art. 
53.1.º LRJAP 30/1992, los actos se produzcan por el órgano competente dentro del 

procedimiento establecido, siendo su contenido ajustado al ordenamiento jurídico, determinado 
y adecuado a sus fines (11) . 

En definitiva, los profesores arriba citados, destacan las siguientes características del acto 
administrativo: que la actuación sea intelectual (12) , así como que la declaración sea de 
voluntad y procedente de una Administración, sin descartar las expresiones de una valoración 

de carácter técnico o consecuentes a un acto consultivo (13) y, por fin, que el acto se presente 
como el ejercicio de una potestad administrativa, es decir, de una competencia atribuida por 
ley. Esta facultad probatoria, reconocida a las partes y de configuración legal, impone que la 

discrecionalidad en la valoración de la prueba que asiste al órgano judicial a la hora de enjuiciar 
bajo la sana crítica, sólo permita apreciar y admitir aquélla que se haya practicado de acuerdo 
con los preceptos que la regulan. Un consolidado criterio jurisprudencial así lo reconoce; entre 

otros, pueden verse las siguientes resoluciones de la Sala 1.ª del TS: auto de 16 de enero de 
1998, SSTS de 24 de enero de 1997 y de 14 y 16 de noviembre de 1994, entre otras. 

Todo lo anterior determina que en el dictamen de perito de parte, presentado por la 
Administración en proceso contencioso-administrativo, deba supervisarse la correcta y regular 
existencia de los elementos subjetivos, objetivos y formales propios del mismo. Siendo los 

primeros (según la antecitada doctrina), para admitir la procedencia de la declaración aportada 
por la Administración será necesario que se haya dictado por órgano competente (14) cuyo 
titular haya sido investido legítimamente. Y que el dictamen hay sido formado por perito 

revestido de los conocimientos técnicos exigibles y caracterizado por las cualidades de 
independencia y objetividad a los que nos venimos refiriendo. En tal sentido, los escritos e 
informes de parte que puedan ser presentados a juicio por el representante de la 

Administración, no perito, podrán disfrutar del valor probatorio que les corresponda pero no 
alcanzarán el rango de dictamen pericial. En este aspecto el ordenamiento administrativo y la 
LEC vendrían a coincidir de manera bastante exacta, o perfectamente complementaria. 

Como se ve, y sin agotar este punto, aparece en la ley de forma muy clara, una serie de 
requisitos subjetivos o exigencias personales ex lege de auténtico orden público procesal, 

auténticas conditiones iuris, que en todo caso se imponen sobre el perito, sea de parte o de 
nombramiento judicial. Así, dentro de los motivos recogidos en el art. 343 LEC que habilitan 
para presentar escrito de tacha aparece reseñado en el ordinal 5.º, junto a otros motivos, el de 
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existir: «Cualquier otra circunstancia, debidamente acreditada, que les haga desmerecer en el 
concepto profesional». 

Se plantea también el problema derivado de la falta de independencia no solo en relación con la 
prueba de dictámenes periciales de la Administración, en el proceso contencioso-administrativo, 

sino también respecto a las pericias de aquellos profesionales que asumen la confección de los 
dictámenes en relación con una prolongada serie de actuaciones llevadas a cabo por sujetos de 
derecho que ocupaban la posición administrativa en una relación jurídica masiva dada, como 

sucede, p. ej., en situaciones de expropiaciones forzosas. Aunque al principio pudiera admitirse 
la completa independencia y objetividad del dictamen pericial de parte, presentado por un 
profesional cualificado bajo el encargo de una entidad concesionaria en un proceso expropiatorio 

múltiple, por ejemplo, después de haberse presentado en este contexto, a veces valorando 
fincas colindantes mediante decenas de dictámenes, debidamente remunerados bajo el mismo 

encargo de la constructora, lo cierto es que las dudas respecto a la imparcialidad y no 
dependencia del perito surgen por la propia inercia de la situación. 

Cuestión bastante delicada es la que afecta a los dictámenes periciales de la Administración en 
los asuntos en los que existe una competencia exclusiva de valoración o juicio sobre ciertos 
órganos de la Administración; así, como sucede en los concursos o pruebas selectivas referidos 

a la incorporación funcionarial. Si la convocatoria del proceso de selección, y anteriormente la 
ley, señalan a determinados órganos constituidos ad hoc como únicos competentes para 
supervisar y valorar las pruebas llevadas a cabo por los aspirantes, es indudable que la 

presentación por parte de la Administración de nuevos cálculos periciales que propugnen la 
corrección de la decisión final adoptada en el acto impugnado, pueden suponer desde una pura 
desviación de poder, hasta la formación de un acto administrativo nuevo elaborado sin 

habilitación de potestad y con la evidente intención de sustituir el acto impugnado por otro de, 
más o menos, las mismas trazas. 

Los elementos objetivos de los dictámenes periciales, considerados como actos administrativos, 
siguiendo la dirección doctrinal abierta (por los profesores GARCÍA DE ENTERRÍA y 
Tomás-Ramón FERNÁNDEZ), radicarían en la existencia del presupuesto de hecho, el fin, la 

causa y el motivo. Constituyendo los elementos formales, el procedimiento y la forma de 
manifestación, dentro de la cual se ubicaría la exigible motivación (especialmente exigible en el 
dictamen pericial). 

La exigible competencia del autor del dictamen pericial se recoge en la LEC en un sentido 
equivalente a capacidad técnica o profesional; pero la competencia, desde un punto de vista 

administrativo, resulta esencial y es imprescindible puesto que la utilización de un órgano 
público para el desempeño de esta función, careciendo de la debida atribución normativa de 
competencia, podría dar lugar a una evidente desviación de poder o a la actuación careciendo 

de la habilitación de potestad. El párrafo final del ya citado art. 60 LJCA, señala que el órgano 
judicial, si lo estima útil y pertinente podrá recabar a petición de parte y con fines probatorios 
informe o dictamen de los organismos públicos competentes. Es decir, no sólo la capacidad sino 

también la competencia se exigen de modo directo por la ley. 

En el seno del proceso, los principios constitucionales que acompañan a la actuación de la 
Administración no quedan derogados por el hecho de que ésta se integre en una relación 
jurídico-procesal, por el hecho de que sea demandada; en suma. Dentro y fuera de juicio su 
actuación debe ajustarse a la legalidad, su actuación debe ajustarse a la Constitución y el resto 
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del ordenamiento jurídico, de forma rigurosa. 

Como impone el art. 340.1.º LEC: «Los peritos deberán poseer el título oficial que corresponda 
a la materia objeto del dictamen y a la naturaleza de éste. Si se tratare de materias que no 
estén comprendidas en títulos profesionales oficiales, habrán de ser nombrados entre personas 

entendidas en aquellas materias». Incluso en los supuestos en los cuales se encargara el 
dictamen a Academias e instituciones culturales y científicas que se ocupasen del estudio de las 
materias correspondientes al objeto de la pericia, la ley exige a la institución que acepta el 

encargo exprese a la mayor brevedad la persona o personas que se aplicarán directamente de 
prepararlo, exigiéndoseles el juramento o promesa previsto en el apartado segundo del art. 335 
LEC. 

Si bien las referencias normativas sobre la figura del perito son abundantes en la regulación de 
la LEC, lo cierto es que tanto la doctrina científica como la doctrina jurisprudencial (con alguna 

excepción) centran su interés principal en la calidad del dictamen, haciéndolo prevalecer sobre 
el carácter más o menos imparcial de su autor (15) . Sobre este aspecto, no alberga dudas 

GIMENO SENDRA (16) . 

Ello elimina la posibilidad de que puedan considerarse dictámenes periciales las simples reseñas 
o meros escritos aportados al proceso, por la Administración, en los cuales bajo la firma de una 
autoridad administrativa se limite a describir, desde una posición de parte, los resultados 
alcanzados en un escrito elaborado por un funcionario de titulación técnica. 

Evidentemente, a través de su representante en el juicio, la Administración puede como sujeto 
procesal plantear el encargo a un tercero para que elabore un dictamen pericial, así como 

plantear ante el Tribunal, en su caso, la designación de perito de nombramiento judicial. Pero 
resulta bien distinto a todo ello intentar instrumentalizar los valiosos medios personales y, 
también, materiales de que dispone a fin de fortalecer su posición como demandado en juicio. 

Con anterioridad a la reforma de la LEC del 2000, la jurisprudencia admitía la existencia de una 
clara distinción entre los llamados «informes periciales extrajudiciales» y aquellos otros 

formados y aportados en el seno del juicio. No aparece obstáculo (17) para que esta doctrina, si 
se dan las condiciones exigibles, deba entender aplicable al proceso contencioso actual. Así, p. 
ej., junto a las sentencias del TS que citamos en nota núm. 17 (de 26 de noviembre de 1990 y 

de 29 de enero de 1988), debemos sacar a colación las SSTS de 15 de enero de 1982 que 
admitía el carácter, únicamente, de prueba documental al informe pericial formado por una 
parte antes y fuera del juicio que posteriormente era ratificado dentro del proceso. Las SSTS de 

10 de julio de 1992 y de 3 de marzo de 1995, no concedían a los informes periciales 
extrajudiciales, que luego hubieran sido ratificados en juicio, el carácter de prueba testifical, 
concluyendo la STS de 29 de noviembre de 1993 que los informes técnicos aportados por las 

partes «... no son prueba pericial...». Todo esto no impedía que, debidamente practicada, esta 
especie de prueba pericial extrajudicial pudiese (y debiese) ser tomada en consideración según 
las normas de la sana crítica, de forma que según determinaba la doctrina jurisprudencial, 

recogida, entre otras muchas, en las SSTS de 14 de diciembre de 1998 y la más veterana de 4 
de diciembre de 1965, era un medio probatorio cuya valoración no venía impedida por ningún 
precepto legal, siendo un medio de prueba más. 

Este criterio restrictivo formado en el contexto de la anterior LEC, que exige la ratificación del 
dictamen extrajudicial, a pesar de considerarse superado por la jurisprudencia actual (como la 
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contenida en la STS de la Sala 3.ª, Secc. 5.ª, de 13 de diciembre de 2013), nos permite 
comprender la importancia del acceso crítico, así como el contenido material y efectivo del 

dictamen, aunque hubiera sido presentada por la Administración, que en todo caso debiera 
poder ser sometido a la debida contradicción (si debidamente se interesa). 

Ningún apartado de la LEC o de la LJCA impone que en el proceso contencioso, a pesar de la 
indudable preeminencia de la Administración, deban dejar de ser operantes los principios 
esenciales (y constitucionales) de igualdad de partes y de, en palabras de GARCÍA DE ENTERRÍA 

y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (18) , «igualdad de armas y medios». Por otro lado, y según estos 
autores, tanto el TEDH como la propia doctrina constitucional, recogida en la STC de 3 de julio 
de 1995, así como las más antiguas de 17 de marzo de 1994 y de 23 de septiembre de 1991, 

recuerdan que estas garantías integran la exigencia de una tutela judicial efectiva. 

Si partimos de la base de que la inmensa mayoría de los procesos contencioso-administrativos 
se ajusta al esquema revisor sobre un acto administrativo, planteado por un particular o 
administrado, siendo menos frecuentes las demás estructuras litigiosas, habrá que concluir que 

esa inmensa mayoría de asuntos a la que nos referimos contempla a una parte como 
demandante-recurrente (según se mire) particular-administrado y a una parte 
demandada-recurrida que es la Administración. Ello ya impone la existencia de un desequilibrio 

radical que el Convenio Europeo de Derechos Humanos no mitiga. Sin entrar en mayores 
complejidades, existe desequilibrio cuando a una de las partes no solo le resulta gratuito un 
buen número de las cargas generadas en juicio, disponiendo además de un brillantísimo servicio 

de apoyo jurídico (nos referimos a los Abogados del Estado y a los demás Cuerpos Letrados) 
que habitualmente desempeña su defensa en juicio. Mientras que a la otra parte, al 
administrado, sin embargo, le corresponde soportar las consecuencias de los generalmente muy 

gravosos gastos judiciales, bajo la promesa, en el mejor de los casos, de un resarcimiento en 
costas remoto y tortuoso, que puede retrasarse en el pago efectivo largos años. 

Por ello, la desigualdad procesal plasmada en una desigualdad de recursos procedimentales 
entre las partes, a la que venimos refiriéndonos, debe paliarse en la estructura profunda de la 
litispendencia. La innovación normativa que se operó con la reforma de la justicia cautelar, 

introduciendo una regulación legal que a la vez detallaba unos principios generales de 
actuación, claros y precisos, y al mismo tiempo diseñaba un ámbito de discrecionalidad judicial 
amplio que permitiera su aplicación al mayor número de casos posibles, ya determinó una 

superación importante del desequilibrio procesal. 

Cuestión relacionada, pero ajena, a la admisión de la prueba de dictamen pericial en el proceso 
contencioso-administrativo, según los cánones del proceso civil, es la referente a la libre 
valoración de la prueba por parte del Tribunal; lo que en la doctrina jurisprudencial aplicable se 
denomina valoración bajo la sana crítica de la prueba. Esta libertad, o mejor dicho, 

discrecionalidad valorativa de la que disfruta el órgano juzgador en el momento de contemplar 
la actividad probatoria desarrollada en el proceso, no puede ser confundida con el derecho a 
admitir de forma general todo documento como dictamen pericial, reúna o no los requisitos 

legales exigibles. La valoración de un medio de prueba exige que previamente se haya aportado 
de forma regular al proceso y haya sido sometido, de forma clara, al expurgo de las anomalías 
que pudiera reunir, so pena de inadmisión. 

La jurisprudencia reconoce la posibilidad de utilizar el recurso de casación para impugnar la 
valoración de la prueba pericial llevada a cabo por el Tribunal inferior (así la STS, Sala 3.ª., 
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Secc. 6.ª, de 19 de febrero de 2014) únicamente cuando la impugnación de la parte trata de 
cuestionar la conclusión alcanzada por el Tribunal de instancia al valorar la prueba pericial 

conforme a las reglas de la sana crítica, pero invocándose que la apreciación de la misma 
resultaba ilógica, arbitraria o irrazonable, o conduce a resultados inverosímiles (así la STS de la 
Sala 3.ª, Secc. 6.ª de 22 de abril del 2013), pues no basta con argumentar que el resultado 

probatorio obtenido por la Sala de instancia pudo ser, a juicio de la parte recurrente, más 
acertado o ajustado al contenido real de la prueba, sino que es menester demostrar que dicha 
apreciación es arbitraria o irrazonable ( STS, Sala Tercera, Secc. 6.ª, de 30 de abril del 2013). 

Esta apreciación viene a continuar la línea jurisprudencial consolidada p. ej. en las SSTS, Sala 
Civil, de 28 de enero de 1995, de 10 de febrero de 1994 y de 27 de febrero de 1993. 

IV.  CONCLUSIONES 

I.—La prueba de dictamen pericial, a pesar de las importantes diferencias estructurales 
existentes entre el proceso contencioso-administrativo y el civil, mantiene el mismo carácter y 
estructura en uno y otro por mandato legal, con la excepción de las particularidades 

expresamente recogidas en la LJCA. 

II.—Se impone la obligación de que el perito de la Administración, según el tenor de la LEC, 
actúe en juicio en primera persona con aportación de dictamen pericial pormenorizado, sin que 
pueda admitirse la participación interpuesta de autoridad administrativa o cargo público, carente 
de la condición técnica exigible, que intermedie en la aportación de esta prueba en el proceso, 

llevando a cabo exégesis o interpretaciones valorativas de la pericia que no ha elaborado. Cosa 
diferente es el documento ratificado en juicio por el testigo-perito. 

III.— La aportación a juicio de un dictamen pericial elaborado por técnico al servicio de la 
Administración podría infringir lo dispuesto en el  art. 124.3 LEC, incurriendo en causa de tacha 
o recusación, según lo prevenido también en los arts. 219 y 220 LOPJ, dada la dependencia 

funcionarial. 

IV.—Lo señalado en el anterior punto sería aplicable a los informes o dictámenes periciales 
formados en una pluralidad de procedimientos separados (p. ej. un proceso expropiatorio) a 
cabo de un mismo perito en relación con una misma concesionaria o Administración. 

V.—Como señalan las SSTS de 15 y 23 de enero de 2014, trayendo a referencia aquellas otras 
de 2 de noviembre de 1999 y de 20 de marzo de 2000, las cuestiones ligadas a la prueba en el 
proceso que pueden ser incorporadas a los recursos de casación se instrumentalizan en las 

siguientes vías: a) cuando se denuncia la vulneración de las reglas que rigen el reparto de la 
carga de la prueba, contenidas en el art. 217 de la vigente LEC; b) por el quebrantamiento de 
las formas esenciales del juicio, con indefensión de la parte [art. 88.1 c) LJCA]; c) mediante la 

infracción o vulneración de las normas del ordenamiento jurídico relativas a la prueba tasada o 
a la llamada prueba de presunciones; d) cuando se denuncie la infracción de las reglas de la 
sana crítica si la apreciación de la prueba se haya realizado de modo arbitrario o irrazonable o 

conduzca a resultados inverosímiles; e) si la infracción cometida, respecto a la valoración de la 
prueba, ha realizado valoraciones o apreciaciones erróneas de tipo jurídico, como puede ser la 
aplicación a los hechos que se consideran probados de conceptos jurídicos indeterminados que 

incorporan las normas aplicables; f) ante la invocación de errores de tipo jurídico cometidos en 
las valoraciones llevadas a cabo en los dictámenes periciales, documentos o informes, que al ser 
aceptados por la sentencia recurrida, se convierten en infracciones del ordenamiento jurídico 
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imputables directamente a ésta; g) mediante la integración en los hechos admitidos como 
probados por la Sala de instancia. 

(1)  

ASENCIO MELLADO, José María, ob. cit., pag. 1018. 

Ver Texto  

 

(2)  

Son muy ilustrativas las SSTS dictadas por la Secc. 6.ª de la Sala 3.ª, 
de 28 de mayo de 2010 y de 24 de mayo de 2010, siendo ponente de 
ambas el Excmo. Sr. D. Carlos Lesmes. 

Ver Texto  

 

(3)  

Véase ASENCIO MELLADO, José María, coord., Ley de Enjuiciamiento 
Civil comentada y con jurisprudencia, Ed. La Ley, octubre, 2013, 
Madrid, págs. 1947 y ss. 

Ver Texto  

 

(4)  

Art. 335.2.º LEC: «2. Al emitir el dictamen, todo perito deberá 

manifestar, bajo juramento o promesa de decir verdad, que ha actuado 
y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en 
consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible 
de causar perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las 
sanciones penales en las que podría incurrir si incumpliere su deber 
como perito». 

Ver Texto  
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(5)  

Véase FONT SERRA, Eduardo, «El Dictamen de Peritos y el 
Reconocimiento Judicial en el Proceso Civil», en LEC Ley de 
Enjuiciamiento Civil, Ed. La Ley-Actualidad S.A., 1.ª ed, Madrid, 2000. 

Ver Texto  

 

(6)  

Véase el art. 343 LEC. 

Ver Texto  

 

(7)  

Art. 53.2.º 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público. 

Ver Texto  

 

(8)  

En Curso de Derecho Administrativo, I, Ed. Thomson-Civitas, 14.ª ed., 
Aranzadi, Cizur Menor- Navarra; véanse págs. 549 y ss. 

Ver Texto  

 

(9)  

Art. 1.º Ley 52/1997, de 27 de noviembre: «1. La asistencia jurídica, 
consistente en el asesoramiento y la representación y defensa en juicio 
del Estado y de sus Organismos autónomos, así como la representación 
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y defensa de los Órganos Constitucionales, cuyas normas internas no 
establezcan un régimen especial propio, corresponderá a los Abogados 
del Estado integrados en el Servicio Jurídico del Estado, de cuyo 
Director dependen sus unidades, denominadas Abogacías del 
Estado....» 

Ver Texto  

 

(10)  

Véase pág. 552 de Curso de Derecho Administrativo, I, 14.ª ed., ob. cit. 

Ver Texto  

 

(11)  

Art. 53.2.º LRJAP 30/1992. 

Ver Texto  

 

(12)  

Dejando al margen las actividades puramente materiales. 

Ver Texto  

 

(13)  

Véase pág. 553 de Curso de Derecho Administrativo, I, 14.ª ed., ob. cit. 

Ver Texto  

 

(14)  
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Véase parte del último párrafo de la página 558 de «Curso de Derecho 
Administrativo, I», 14.ª ed., ob. cit.: «Finalmente, no basta con que el 
acto proceda de una Administración y se dicte a través del órgano 
competente; es menester también que la persona o personas físicas 
que actúen en la correspondiente declaración como titulares de ese 
órgano ostenten la investidura legítima de tales (nombramiento legal, 
toma de posesión, situación de actividad o ejercicio, suplencia legal en 
su caso), no tengan relación personal directa o indirecta con el fondo 
del asunto de que se trate, esto es, mantengan íntegra su situación 
abstracta de imparcialidad por no estar incursos en los deberes legales 
de abstención y recusación (arts. 28 y 29 LPC) y procedan en las 
condiciones legales prescritas para poder actuar como tales titulares del 
órgano (lo que es especialmente importante en los órganos colegiales: 
convocatoria regular, orden del día, quorum de constitución, quorum de 
votación, arts. 22 y ss. LPC)...». 

Ver Texto  

 

(15)  

FONT SERRA, Eduardo, El dictamen de peritos..., Ed. La Ley-Actualidad, 
1.ª ed., Madrid, 2000. 

Ver Texto  

 

(16)  

GIMENO SENDRA, Vicente y MORENILLA ALLARD, Pablo, Derecho 
Procesal Civil. I.- El proceso de declaración. Parte General, 3.ª ed., Ed. 
Colex, Madrid, 2010. Véanse en este aspecto, especialmente, las págs. 
484 y 485. 

Ver Texto  
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(17)  

Insistamos en recordar los arts. 336 y ss. de la nueva LEC, poniéndolos 
en relación con los arts. 610 y ss de la anterior LEC que exigían, como 
recuerdan las veteranas SSTS de 26 de noviembre de 1990 y de 29 de 
enero de 1988: «... en orden a la proposición y práctica de la prueba 
pericial (posibilidad de que solicite su ampliación la parte que no la 
articuló, determinación del número de peritos, forma de designación de 
los mismos y emisión del pertinente dictamen ante la presencia judicial 

y de las partes litigantes, con posibilidad de solicitar aclaraciones)…». 

Ver Texto  

 

(18)  

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
Tomás-Ramón, Curso de Derecho Administrativo, vols. I y II, 9.ª ed., 
Ed. Thomson-Civitas, Madrid, 2008, véase pág. 639 del vol. II. 

Ver Texto  

 


